Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE (Don Ricardo Gorosito).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 12 y 11 minutos) 


- La Comisión de Salud Pública del Senado tiene el gusto de recibir al señor Senador García Costa, quien realizará una exposición 
sobre el Proyecto de Ley de Derechos y Obligaciones de los Pacientes. Destacamos que tenemos un miembro de la Comisión 
devenido hoy Vicepresidente de la República, lo que nos enorgullece. 


Tiene la palabra el señor Senador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Más que una exposición, con mucho gusto haré algunos comentarios que espero sean útiles a la 
Comisión. Creo que los dos elementos que puedo brindar, a priori, son, en primer lugar, una experiencia previa -que en definitiva 
obliga a prepararnos en temas como éstos- y, en segundo término, el carácter de abogado, que para este tema sirve porque 
estamos encauzándonos por reglamentar una serie de aspectos, y al hacerlo mediante el texto de la ley estamos, evidentemente, 
recurriendo a conceptos que deben ilustrar a la Comisión. 


Doy por sentado que en cualquier momento se puede interrumpir y dialogar. Estuve analizando el proyecto que tenemos a estudio y 
naturalmente participo de los conceptos que han llevado a la Comisión a estudiarlo, analizarlo y aprobarlo.; un proyecto de ley de 
este tipo es necesario. La mayor parte de las normas están contenidas en forma dispersa en muy pocas leyes y algunos decretos. 
Digo "en forma dispersa" -y conviene acentuarlo- porque con el correr del tiempo el Poder Ejecutivo ha ido dictando decretos que 
hacen a estos temas. Hay una recopilación que seguramente va a interesar a los señores Senadores. 


El carácter de decreto tiene menor formulación coactiva que la ley y menores perspectivas de una aplicación plena. Entonces, 
aunque se pueda coincidir, como creo, con el proyecto de ley a estudio, los decretos tienen menor impacto en los hechos que el 
que se pretende reglar; por lo tanto, es bueno que aun insistiendo en algunos tópicos, podamos lograr que sea mediante un texto 
legal. 


Quisiera decir que he tenido presentes varios elementos -como descuento que ha tenido en cuenta la Comisión- y considero que el 
decreto 455 del 2001, reciente, del Poder Ejecutivo, que es una recopilación de normas vigentes, es un decreto que cubre casi 
todos los temas que están contenidos en la ley. El señor Senador Cid me señala que no todos. Es verdad; por eso dije "casi todos", 
pero muchos están y hay que tenerlo en cuenta. Se trata de un decreto que importa, y a veces puede ser necesario recurrir a él. 


Como normativa, naturalmente de tipo privado, la FEMI tiene su Código de Etica Médica, al igual que el Sindicato Médico -la 
Comisión los debe tener- lo que ayuda mucho, porque procuran lo mismo. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador doctor Ruben Correa Freitas) 


-La Comisión ha optado por centrarse en el estudio de los derechos y obligaciones de los pacientes. Casi todos los ejemplos que 
he dado se refieren a los de los pacientes, los médicos y las instituciones médicas. Sin embargo, en mi opinión la Comisión hizo 
bien; me parece lógico que se atienda por sector, porque los temas son de tal vastedad, que atenderlos en forma conjunta 
terminaría en un código interminable y entrelazado entre sí, que no creo que sea un elemento positivo para lograr una norma. Así 
que, quedémonos -si vale la pena decirlo como Senador- ante lo que la Comisión ha hecho, referido a los derechos y obligaciones 
de los pacientes. Naturalmente, nos damos cuenta de que hay una contrapartida inevitable, porque si hablamos de derechos y 
obligaciones de los pacientes, estamos involucrando la viceversa de médicos o auxiliares y de las instituciones que prestan los 
servicios respectivos. De cualquier modo, el objetivo está centrado en lo que ha hecho la Comisión. 


Señor Presidente: tengo muchas observaciones de pequeño alcance y no sé si serán para mejorar el proyecto, ya que la Comisión, 
seguramente, ha examinado cosas similares y las habrá dejado con el correr del tiempo. Creo que algunas las puedo apuntar; por 
lo tanto, después voy a proponérselas a la Comisión por si le resultan útiles. Desde ese punto de vista, podría plantear algunas 
modificaciones, que casi siempre son agregados y no modificaciones trascendentes al proyecto de la Comisión. Será, entonces, un 
instrumento más que la Comisión sabrá si utiliza o no. No quisiera entretener a los miembros de la Comisión, que ya han trabajado 
intensamente en este tema, con pequeñas "apostillas" que no hacen al fondo del tema, a pesar de que pueden tener su 
importancia. Sin embargo, hay algunos puntos que creo deben tenerse en cuenta. 


Existe una generalización, particularmente en el capítulo de los derechos, que no respeta circunstancias dadas; es decir, le da al 
paciente derechos que, obviamente, cualquiera comparte -son correctos y bien pensados- pero que en contrapartida el sistema 
público y el privado no están en condiciones de adjudicar. Es obligatorio tener determinados alcances no solamente en situaciones 
de urgencia, de emergencia o de riesgo de vida, sino en condiciones normales; sin embargo, ese no es el alcance usual que hoy 
tiene el sistema público. En algún artículo se indica: "si le fuere posible", pero creo que el concepto al que me estoy refiriendo sería 
"si le fuere posible al sistema público y al sistema privado", ya que hay una serie de normas que a las instituciones de asistencia 
médica colectiva no se les aplica, porque expresamente la normativa legal y las resoluciones respectivas del Ministerio dicen que 
no deberá prestar tal asistencia y no deberá realizar tal actividad. Pienso que esto hay que tenerlo en cuenta ya que, de lo 
contrario, una ley, al contradecir disposiciones no legales o legales anteriores, fatalmente obligaría a que tengan que atender 
quienes no lo pueden hacer. Digo esto, porque de esta manera se cambiaría todo el esquema de Salud Pública, del Hospital Militar, 
del Banco de Seguros del Estado y del Hospital Policial y, por otro lado, también se modificaría el sistema de las instituciones de 
asistencia médica colectiva. Entonces, habría que hacer algunas correcciones al respecto. 


Otro punto que me parece elemental a tener en cuenta es el relativo al secreto profesional. Pienso que es bueno que se rescate el 
secreto profesional para el paciente, pero todos reconocemos excepciones, que aquí no están mencionadas; parecería que el 
derecho al secreto es incontratable, pero no lo es. En alguna disposición están indicados los casos y las hipótesis más notorias en 
los cuales hay necesidad de autorizar la ruptura del secreto profesional, y con esto no me refiero solamente a la que puede 


autorizar el Juez que, por supuesto, también hay que analizar, ya que los Jueces dan órdenes y el secreto de los periodistas -ha 
sido afirmado reiteradas veces- está por encima del Poder Judicial. No quiero entrar en ese tema, pero lo señalo como un hecho. 


Además, hay que tener en cuenta los secretos profesionales debido a las enfermedades contagiosas de las que hay necesidad de 
informar. Recuerdo un hecho que me causó un impacto muy grande y que, seguramente, a los dos médicos que están aquí 
presentes no les debe asombrar. La gente del Ministerio que trabajaban en el tema SIDA, me comentaba la dificultad que había en 
obtener de los enfermos la autorización para hacer la pesquisa genérica o vinculante a todas las personas con las que habían 
tenido, eventualmente, contacto sexual. Además -esto era lo que me dejaba más impactado- los pacientes se negaban a que se 
informara a los cónyuges. También me señalaba la doctora con la que conversé en esa oportunidad que, de su experiencia 
profesional, lo más trágico era la comunicación a la cónyuge del estado de infección del marido, porque generalmente la reacción 
era durísima y dolorosísima para el médico y para la persona. Entonces, por ejemplo en ese caso, no hay secreto profesional, y 
creo que debe ser así, pero esto tendrá que ser estudiado por la Comisión. Considero que será necesario agregar algunas 
disposiciones que liberen del secreto profesional en algunos casos y que lo protejan en otros. 


Otro aspecto que creo debe merecer atención de la Comisión y del proyecto es el relativo al enfermo psiquiátrico. Es cierto que hay 
normas que regulan en este tema, pero se está limitando al enfermo, por disposición del médico -no por su voluntad, porque a 
veces no la puede expresar o no es de recibo- su libertad individual; es el caso de internación. Afortunadamente, esto sucede 
mucho menos que en otras épocas. Esto no está previsto como derecho de los pacientes, y pienso que algo tendría que preverse 
en esta norma. Existe una vieja disposición que refiere a la internación de los enfermos con las autorizaciones pertinentes y la 
noticia al Juez, por lo que dicha ley puede ser revisada a la luz de estas normas y analizar si hay que cambiar algo o señalar que 
esa ley está incorporada a los derechos y obligaciones de los pacientes. Repito que en el caso de los psiquiátricos, está en juego 
no sólo su enfermedad, sino la libertad personal que, muchas veces, se limita abruptamente en términos pocos frecuentes y que 
rechaza, en general, el sistema democrático. 


Otro tema que para mí reviste importancia y que está presente indirectamente en todo esto es que el paciente no pueda ser 
sometido a torturas. Todos estamos de acuerdo con ello y con que en el texto de este proyecto de ley se denota claramente, pero 
no se dice que no se pueda someter a torturas, sea por obediencia debida o por parte de personas que atienden a los enfermos. 
Reitero que eso no se establece, aunque está en los tratados de este país. Por tanto, en una ley sobre Derechos y Obligaciones de 
los Pacientes está bien que se mencione, aunque sea meramente reiterativo. Incluso, a mi juicio, los tratados internacionales sobre 
el tema que son válidos para el Uruguay tienen un aspecto que deberá ser examinado por la Comisión, pues refieren a la tortura 
ejercida desde ámbitos públicos, no privados. Por ejemplo, me pregunto si el médico que asiste para torturar a secuestradores, no 
viola además el derecho de esa persona aunque sabe que es cómplice de los secuestradores. En general, por razones que todos 
conocemos, las declaraciones internacionales atienden el carácter público del lugar o la orden impartida y el carácter público del 
médico que la realiza. No creo que el acto sea válido, por lo menos en una concepción que descuento que la Comisión comparte. 
Además, si la orden vino de un secuestrador que está en una lucha política revolucionaria o del comandante del cuarto ejército, 
para mí es indiferente; lo que hay que hacer es prohibirlo y, sobre todo, darle el derecho a esa persona. Repito lo que dije hace un 
rato sobre la contrapartida para los que en esa tarea se hallan, a fin de que sepan que eso es lo que no deben hacer. Digo esto 
porque hay un efecto espejo en cuanto a ciertos derechos que, en general, deben ser cumplidos por las instituciones y por quienes 
en ellas trabajan. Considero que eso hay que tenerlo en cuenta. 


Por otra parte, hay una experiencia que me parece de importancia y que se nos ha señalado abundantemente, así como también a 
los integrantes de esta Comisión que conocen y viven la profesión. Me refiero a que existe por lo menos la obligación de parte de 
los pacientes de utilizar razonablemente los servicios a los que acuden. Todos sabemos que, generalmente por razones de 
ignorancia, la gente acude insistentemente a todos los sistemas, sean públicos o privados, y no de forma razonable. Por ejemplo, 
se hace un llamado de urgencia y cuando el médico llega y pregunta por la niña se le dice que tuvo una tos, pero que ahora está 
jugando. Todos sabemos que eso es erróneo y distrae el servicio, generando un costo absurdo para el Estado o para las 
instituciones privadas que prestan el servicio. Por tanto, pienso que habría que establecerlo como una norma, si bien sería de muy 
difícil cumplimiento porque quien realiza la solicitud, al hacerlo está demostrando que no tiene conocimientos médicos suficientes. 
Sin embargo, permitiría salvaguardar el derecho a la negativa. 


Recuerdo que cuando estaba en el Ministerio de Salud Pública -y estoy dando ejemplos que creo que son válidos para ilustrar el 
tema- se quiso sancionar a una médica que había concurrido a visitar a una persona que se encontraba en un estado de total 
abandono; la doctora indica el drama con precisión y sus compañeros lo acreditan, señalando que se retiró con una serie de 
bichitos sobre su cuerpo. La médica hizo aquello para lo que le habían solicitado, pero luego se le realizó una denuncia 
involucrándola en una negativa de asistencia cuando, ni siquiera, le dijeron lo que creían que sucedía. Me adelanto a decir que 
luego de haberse realizado el sumario no pasó nada con la médica, porque el enfermo no tenía nada grave. Sin embargo esto hay 
que tenerlo en cuenta, ya que con relación a esa funcionaria se podría haber dicho que eso no estaba en los artículos de tal ley, 
porque razonablemente no pudo esperar una asistencia que no le correspondía. 


También considero que hay algo que la Comisión debe aclarar y me permito adelantar un cierto disenso con lo que eventualmente 
se quiere decir, pues creo que no está perfectamente reflejado. En varios artículos -seguramente en dos- se habla del Tribunal de 
Ética y en otros de la Comisión de Ética, y ahí comienzan mis interrogantes. Me pregunto si se llama Tribunal o si es una Comisión, 
así como también quiénes lo integran y qué facultades tienen. Se supone que ese es el organismo vigilante de todo el sistema aquí 
previsto; es el organismo vigilante en altísimo grado no sólo del derecho que le otorgamos al paciente -bueno es que lo sea- sino 
también indefectiblemente del seguro castigo o punición a ese derecho no respetado hacia las personas, las instituciones o hacia 
ambas. Ahora bien, si se quiere establecer ese tribunal -no lo comparto pero ese es otro tema- se deben fijar las facultades que 
tendrá y el sistema que va a seguir. 


El Ministerio de Salud Pública y las organizaciones estatales, a menos que la ley lo modifique, en cierto modo están involucrados 
en el camino natural de las propias autoridades del Estado -cada una dentro de sus competencias y dentro de toda la organización 
del Estado y del Decreto N* 500- realizando con bastante defensa de la gente pero también con bastante severidad las 
estimaciones que correspondan. En la esfera privada, ¿qué significa? Y aun en la esfera pública, me pregunto si no será que esto 
se realiza por la vía del decreto de las investigaciones administrativas o a través de un Tribunal o de una Comisión, aunque no sé 
cómo se lo querrá designar en definitiva, pues aquí no está definido y no se dice cuáles serían sus potestades. Además señalo que 
este Tribunal -voy a usar esa denominación- está superponiéndose en términos muy conflictuales con las potestades que el 


Ministerio de Salud Pública tiene sobre el tema. Las mismas se le podrían trasladar a un Tribunal que, por lo que diviso en las 
normas que se mencionan, parecería que actúa parcializado en cada institución. Para ejemplificar, se podría decir "el Tribunal del 
Hospital Pasteur" o "el Tribunal de IMPASA". No sé si esa es la idea. Se lo ha mencionado en relación, por ejemplo, a las 
investigaciones médicas, pero en ese caso resulta de otro tono por lo que, de cualquier manera, aún en ese caso, habría que 
buscar un ámbito mucho mayor y no resumirlo a la presencia de gente que sea ajena a la ciencia y a la tecnología. De pronto, 
están decidiendo cosas quienes por falta de preparación -no por mala voluntad ni por incapacidad mental- no son los indicados 
para resolver en este tema tan complejo. 


En cuanto a las faltas contra los derechos de los pacientes, ¿se resuelven por tribunales que no se dice quiénes los integran ni con 
qué facultades? ¿En qué lugares? ¿En cada lugar existirá uno o será un único tribunal que actúe como el de Salud Pública -regular 
o mal, pero vamos a aceptar que lo tiene- en todos los casos? Se superpone, entonces, la actividad de este tribunal a la de Salud 
Pública y a la del Poder Judicial. Reitero que no veo claro lo que se quiere decir aquí -obviamente que sí comprendo el sentido 
general- pero frente al Poder Judicial el tribunal no sanciona, no tiene facultad sancionatoria y, lo que es más importante, no 
absuelve. Respecto a este último punto, a veces resulta que se expide una sanción pero también ocurre que alguien fue absuelto y 
lo dejaron libre de una denuncia equivocada, errónea o, en cierta manera, de mala voluntad. No está previsto qué es lo que hace 
este tribunal. 


En consecuencia, creo que el tema debe analizarse nuevamente. Tengo ya una opinión personal sobre la existencia misma de 
tribunales de este tipo y prefiero que recurramos a los conceptos que inspiran lo que es el Poder Judicial, que grosso modo 
constituye una tercera autoridad ajena a las partes que resuelve de acuerdo a la ley, que hace de eso una profesión y tiene 
obligaciones previstas en textos procesales y de fondo. Prefiero, entonces, un Poder Judicial al cual le puedo dar mayores 
facultades e inspirar en algún sentido u obligarlo en otros, incluso, abreviando trámites. Todo eso se puede hacer. Quizás por 
deformación profesional, reitero, prefiero la figura del Juez, ajeno a la cosa. A veces se dice que le tocó determinado Juez porque 
era el de turno y creo que eso es precisamente lo bueno: que era el de turno y no determinada persona que venía porque se la 
llamó con el fin de favorecer o perjudicar a uno o a otro. 


Me limito a señalar que si la Comisión entiende que en el proyecto de ley debe obrar la existencia de un tribunal o una Comisión -o 
como se le quiera designar- con un alcance sancionatorio -que sería lo más riesgoso- deben establecerse con precisión las 
facultades, la composición y el procedimiento a seguir por este tribunal que, seguramente, a posteriori deberá someterse al Poder 
Judicial; porque si este tribunal actúa por sí y ante sí, entonces para determinadas actividades humanas tendríamos tribunales 
paralelos al Poder Judicial. No se hará en todos los casos y seguramente en aquellos en que este tribunal encuentre que se han 
cometido violaciones del Código Penal, tendrá la obligación de denunciarlo, a menos que el texto exprese -lo que considero sería 
muy equivocado- que "ni aun en ese caso". Hay aspectos, como la prisión, la pérdida de derechos cívicos y una cantidad de 
sanciones contenidas en el Código Penal, que no se podrían imponer por una Comisión o Tribunal -o como se llame- de Ética, cuyo 
alcance está muy en el aire. 


Estos son los aspectos sustanciales que quería señalar, pero deseo agregar que en el artículo 25, que habla de los profesionales, 
se expresa que los mismos podrán ser sancionados por la autoridad competente y los Colegios Médicos, como los agrupamientos 
profesionales. Presumo que esta es una referencia directa al Sindicato Médico y a la FEMI, que son las dos organizaciones que 
existen en la materia. 


No tengo ninguna objeción a la existencia de estos dos Tribunales de Ética de los dos organismos mencionados. El que más 
Conozco por sus actuaciones -porque tiene muchos más años y, además, me envía la revista que publica- es el Sindicato Médico, y 
creo que sus procedimientos son muy correctos. Allí existe una amplitud de defensa y un juzgamiento muy limitado y encuadrado 
en un esquema de respeto, aún para con quien puede eventualmente ser sancionado. En consecuencia, en lo interno no me 
parece que tengamos objeción en aceptarlo. Si cualquiera de esos dos organismos fuera más allá de los derechos individuales, las 
personas afectadas podrían recurrir al Poder Judicial y reclamar contra una persona jurídica que está cometiendo esas violaciones. 
Pero como no es esa la tarea que ni el Sindicato Médico ni la FEMI le adjudican a su Tribunal de Ética en el ámbito y en las 
sanciones que tienen, es evidente y muy lógico -y a mi juicio muy respaldable, aunque no sé si con esto se quiere respaldar- que se 
apoye su actuación. 


En otros aspectos, habrá que estudiar la existencia misma del tribunal. 


Si se me permite, termino señalando a los miembros de la Comisión que del proyecto que tenemos a estudio -y del que ya existe 
un comparativo hecho por Secretaría- podría presentar un tercer comparativo que aportaría algunas mejoras a la iniciativa. 
Asimismo me permito solicitar que se medite sobre las cosas sustanciales -que son las que he señalado- que a mi juicio pueden 
tener importancia, aunque cada uno las juzgará y analizará en su momento. 


SEÑOR CID.- En primer lugar, creo que habría que definir un criterio de trabajo porque existe una propuesta concreta del señor 
Senador García Costa, clara y categórica, pero que contiene varios puntos que merecen comentarios coincidentes en algunos 
casos y discrepantes en otros. Por lo tanto habría que determinar si la aceptación de que se presente su propuesta significa que se 
aceptan todas las sugerencias que plantea, así como las dudas o las situaciones críticas. 


Esa es la propuesta formal que quisiera hacer para no entrar a debatir sobre el contenido de la iniciativa, lo que generaría una 
extensa sesión de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el criterio a seguir sería que una vez que la Comisión escuche al señor Senador García Costa, 
reciba ese texto modificativo con las propuestas y sugerencias que hoy ha planteado. 


Creo que el procedimiento que deberíamos seguir sería el de analizarlo en la Comisión para ver qué grado de consenso puede 
haber entre el autor del proyecto y los miembros de esta Comisión. Lo más práctico sería contar con el texto propuesto por el señor 
Senador García Costa en forma escrita, a fin de que la Comisión pueda avanzar en el estudio del proyecto. Lógicamente, en 
algunas cosas la mayoría de la Comisión estará de acuerdo, y en otras, quizás, algún señor Senador tendrá una opinión diferente y 
se dará una discusión; tal vez también tengamos otra reunión con el señor Senador García Costa para afinar el texto, luego de que 
la Comisión analice, no sólo la exposición que realizó en el día de hoy, sino también las propuestas escritas que nos formule, más 
el proyecto modificativo que nos aporta. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, ese podría ser el procedimiento a seguir. 


Corresponde pasar a considerar el segundo punto del orden del día: proyecto de ley sobre Técnicas de Reproducción Humana 
Asistida. 


SEÑOR RIESGO.- No he hablado sobre el tema con el señor Senador Cid y al señor Senador García Costa sólo le hice un 
pequeño comentario, pero quiero plantear que hemos redactado un texto modificativo del proyecto original, que se podría traer a la 
Comisión en una próxima sesión para empezar a discutirlo y ver la posibilidad -si nos ponemos de acuerdo- de que se trate en el 
Plenario en la primera sesión del mes próximo. 


Esta iniciativa tiene modificaciones relevantes y cambia mucho el proyecto inicial, por lo que creo que nuevamente dará para una 
discusión muy interesante, aunque esperamos que este nuevo texto -naturalmente, con las modificaciones que se le quieran hacer- 
pueda tener un tránsito mucho más fluido en ambas Cámaras. 


Tengo en mi poder un disquete que me entregó el señor Senador García Costa, que contiene el nuevo proyecto, por lo que si todos 
están de acuerdo, se lo puedo entregar al Secretario de la Comisión para que lo reparta entre sus miembros. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Señor Presidente: me permito agregar que esto es producto de un análisis que hemos realizado los 
señores Senadores Cid, Riesgo y quien habla, junto con asesores. Hemos trabajado en el tema y hemos ido llenando espacios en 
coincidencia. O sea que es el resultado de un trabajo conjunto, en un tema en el que, por lo menos los tres que intervinimos -y 
supongo que toda la Comisión- estamos de acuerdo en lo más fragoroso y ríspido, y esperamos sea eficaz para encontrar caminos 
adecuados. 


Respecto a un tema más menor, quiero agregar que el disquete está preparado de tal forma que pone de manifiesto las diferencias 
con el proyecto que se estaba manejando. 


SEÑORA XAVIER.- Consulto si no sería preferible trabajar con un comparativo a tres columnas. 
(Dialogados) 


SEÑOR RIESGO.- El disquete contiene el proyecto original y la última modificación; sugiero que en una primera instancia se haga 
ese repartido a fin de que los señores Senadores puedan leerlo, y si luego se quiere hacer un comparativo con las tres columnas, lo 
hacemos. Inclusive, esto no tiene por qué ser un gasto para Secretaría -que no tiene papel ni tinta por los recortes presupuestales 
que hay en el Palacio- ya que se puede entregar el disquete a cada uno de los Senadores miembros de la Comisión para que 
saquen su copia. Reitero que luego se podrá hacer un comparativo a tres columnas, como plantea la señora Senadora Xavier, pero 
en un principio, como va a ser una discusión primaria, no es necesario entrar en tanto gasto. 


Quiero manifestar que había asumido personalmente el compromiso de plantear el tema a sesenta días, por lo que sería de mi 
interés tratarlo en Sala en la primera sesión del próximo mes. Es un asunto que está demorado y está discutido, pero creo que se 
ha manejado con muy buen nivel y con un perfil bajo, ya que los perfiles altos no fueron acá adentro. Pienso que si nos podemos 
poner de acuerdo con esta modificación o con algo similar, sería mucho mejor para todos aprobarlo antes de fin de año. Además, 
realmente me siento en deuda con el señor Senador Cid y quiero que salga del Senado antes de esa fecha. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto a la Comisión cuándo se podría hacer el distribuido, y qué fecha se estima que podríamos 
destinar a su discusión, ya que quizás sea necesaria más de una sesión para ello. 


SEÑOR RIESGO.- Si los demás señores Senadores están de acuerdo, en la tarde de hoy le entregaría el disquete al señor 
Secretario Cardozo para que él se lo alcance a cada uno de los cinco miembros de la Comisión para sacar una copia. Inclusive, el 
señor Senador Cid y quien habla no necesitamos hacer copia, pues ya la tenemos, por lo que solamente debería dejársele a los 
otros tres miembros. 


Si todos están de acuerdo, propongo que este tema sea el único que se considere el próximo martes, para poder empezar a 
discutirlo artículo por artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los integrantes de la Comisión no tienen inconveniente, fijaríamos como único punto del orden del día 
de la sesión del próximo martes 22 de octubre, la discusión del proyecto de ley sobre técnicas de reproducción humana asistida. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑORA XAVIER.- Si se observa el calendario de reuniones se podrá advertir que la semana pasada concurrieron médicos, 
funcionarios no médicos y usuarios del Instituto Nacional de Oncología, para tratar un tema relacionado con cierto debate que se 
produjo en la Rendición de Cuentas. En esa ocasión quedaron pendientes las resoluciones sobre algunos temas y se hicieron 
compromisos verbales en cuanto a encontrar la forma de solucionarlos. 


Dado que dos de los miembros de esta Comisión no estaban presentes en la mencionada sesión, creo que sería conveniente que 
se les acercara la versión taquigráfica para que pudieran conocer lo que allí se planteó. Una vez superado esto, planteo la 
posibilidad de llegar a un acuerdo en el sentido de remitir dicha versión al Ministerio de Salud Pública a fin de que, entre todos los 
actores, tratemos de encontrar una alternativa que devuelva la tranquilidad a esta gente y que demuestre que no hubo de nuestra 
parte una actitud contraria sino una predisposición a la búsqueda de esa solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, lo que solicita la señora Senadora Xavier es que se remita al Ministerio de Salud Pública 
la versión taquigráfica de la sesión del día 8 de octubre de 2002 de esta Comisión, en la que se trataron asuntos vinculados con el 
Instituto Nacional de Oncología. 


SEÑORA XAVIER.- Así es, señor Presidente, pero obviamente, luego de que los señores Senadores que no estuvieron presentes 
tengan acceso a la versión taquigráfica de lo acontecido en dicha sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estando de acuerdo todos los miembros de la Comisión, así se procederá. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 57 minutos) 
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